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Resumen 

Desde la  transformación jurídica del derecho del siglo XX que permeó a la órbita del derecho Conmon Law  y el derecho Continental Europeo; llegó a  nuestros días una nueva figura que trasladó la competencia de crear el derecho donde en principio yacía en manos del  legislador primario, para darle un veto de certeza absoluta a manos del juez , con base en el principio de la supremacía constitucional  existiendo por parte de este último un control jurisdiccional y  una creación jurídica en masa de la ley sostenido en solo interpretación y la discrecionalidad judicial que hace de los casos ya sea inter partes o erga omnes.
De lo anterior surge la proliferación en masa de los tribunales Constitucionales creando precedente obligatorios, y  subrogándose funciones que le corresponden al legislativo y ejecutivo sin tener en cuenta sus decisiones como: el importe social y político; esto lleva  a quebrantar el principio de la separación de poderes que se erige en el constitucionalismo moderno, como herramienta de la misma constitución; por tanto este escrito  observar de una postura crítica y empírica   que actos del juez  no son justiciables por la creación de del derecho. 

Abstrac
From the juridical transformation of the right of the 20th century that permeó to the orbit of the right Conmon Law and the Continental European right; there came to our days a new figure that moved the competition of creating the right where at first it was lying in hands of the primary legislator, to give him a veto of absolute certainty to hands of the judge, with base in the beginning of the constitutional supremacy existing on the part of the latter jurisdictional control and a juridical creation in mass of the law supported in alone interpretation and the judicial discretion that it does of the cases already is inter parts or erga omnes.
From the previous thing the proliferation arises in mass of the Constitutional courts creating precedent obligatory, and there being replaced functions that correspond to him to legislatively and executive without bearing his decisions in mind as: the social and political amount; this leads to breaking the beginning of the separation of power that is raised in the modern constitutionalism, as tool of the same constitution; therefore this writing to observe of a critical and empirical position that acts of the judge are not actionable for the creation of of the right.

INTRODUCCIÓN 

Este escrito parte de tres nociones básicas: Estado Democracia y Derecho, de esto que gracias los principios en manos de la soberanía popular. Para criticar a lo que se denomina jueces legisladores y el activismo judicial, se encontrará la concepción de Doctrina legal, Doctrina probable, y Doctrina Constitucional; dilemas entre Interpretación, discrecionalidad judicial y arbitrariedad del juez, y por último socorrer en ámbitos de las cuestiones políticas como paradigma del control jurisdiccional.  
METODOLOGÍA 

Esta investigación es uno de los  frutos del trabajo del proyecto Conadi de 2010, Responsabilidad en decisiones de la Corte Constitucional  una vista del derecho civil,  este  partió de una metodología cualitativa retrospectiva observándose de diferentes posturas – teóricas; la facultad hermenéutica de la creación del ley del famoso legislador negativo ( Kelseniano) en contra del derecho Estado Social derecho.
ESTADO, DERECHO Y  DEMOCRACIA

Desde el paso del mito (prometeo-epimeteo) al logos griego, se nos representa que el hombre necesita de vivir en la sociedad “animus societatis” de este hecho nace una idea primigenia, el Estado como la máxima autoridad del hombre,  y el derecho como  instrumento para regular al hombre para vivir en sociedad “resulta inconcebible un Estado sin derecho, o, a la inversa un derecho sin Estado. Las dos instituciones, siendo están estrechamente ligadas en el sentido de que el Estado produce un derecho, crea un orden jurídico, crea leyes. Por esto, la obediencia del derecho tiene una naturaleza activa que supone dos tipos de monopolio en favor del Estado: la creación del orden legal y su aplicación mediante la violencia legítima (jueces,  tribunales, cárceles, etc)”
    
En  razón de lo anterior se resalta que la persona, la familia y el Estado son las instituciones jurídicas que regulan a la sociedad en una naturaleza legítima, por medio del derecho que mediante un Sistema Democrático se conforma, (Estado- Derecho) siguiendo un cauce hacia la democracia  de esto surgen las siguientes preguntas; ¿Qué se entiende por Democracia? y ¿Qué relación tiene con el derecho?  Para dar una aproximación teórica señalemos las palabras de Abraham Lincoln la democracia  “Es el gobierno del pueblo para el pueblo” recae en la legitimación del pueblo al escoger sus gobernantes, su sistema económico y político. “En la democracia tanto el individuo, como el Estado, la sociedad civil y la comunidad internacional deben gobernarse por las normas jurídicas del llamado derecho positivo, que no provienen de una persona o de pocas, sino de la mayoría integrada popularmente en medio de restricciones del capitalismo y de lo queda del socialismo. La democracia expresa la soberanía popular y el consentimiento de la mayoría, la división del poder de la juricidad de la administración, recoge los principios más elevados de la moralidad social  y  hace cumplir los derechos humanos de todas las generaciones, dicha obligación de obedecer el derecho debe acrecentarse y cumplirse puntualmente dentro de un espíritu crítico” 
         

En un sistema jurídico no vale señalar  solamente que el Estado se conforme a regular el comportamiento del hombre para vivir en sociedad, sino desde la concepción clásica griega el ciudadano sostiene que  los elementos que lo asemejan como este: es el Poder Público, el territorio, la soberanía  y la ley, todo esto conforma al derecho como al género que se replica en la especie  los ciudadanos. Así el poder democrático esta sostenido en el pueblo y en el radica como fuente que emana el espíritu legislativo quien elige el sistema jurídico; partimos de  la concepción de Rousseau  donde se sede por parte del ciudadano  el derecho subjetivo para conforman  su sistema político, señalemos de ejemplo: el sistema republicano, un sistema de participación y representación; donde se eligen a los legisladores por los ciudadanos y  estos primeros  partirán para consagrar la ley de un esquema valorativos  “La ley está construido sobre valores: la normas jurídicas representan  por acción u omisión, conductas ideales, formas valorativas de acción, que el constituyente y el legislador quieren que la población adopte, como medios a través de los cuales se realiza la convivencia”
 .

La ley emana en un sentido originario por parte del pueblo a través de sus representantes, es función del ciudadano obedecerla y respetarla, para vivir en sociedad,  es así que a intención creadora del derecho está más allá de la concepción positivista clásica que  no es solo la escritura formal de la ley en un texto legal,  sino  la participación de la tolerancia de la democracia,  el Estado y el Derecho.             
 “Del Espíritu del legislador- Afirmo que el espíritu de moderación debe ser el del legislador, y creo que no he escrito esta obra más que para probarlo; el bien político, como el moral se encuentra siempre en dos extremos. Veamos un ejemplo. 

Las formalidades de la justicia son necesarias para la libertad, pero pueden ser tantas, que se opondrían al fin de las mismas  leyes que las hubieran establecido; los pleitos serian interminables, la propiedad de los dará a una de las partes los bienes de la otra sin examen, o se arruinaría a ambas fuerza de examinar”   
        
El legislador es el protagonista en la creación del derecho, donde expresa su poder democrático en la expresión de la ley mediante un criterio sostenido en la validez jurídica. El derecho tiene la particularidad, de que regula su propia creación y aplicación. La Constitución regula la legislación, o sea, la creación de normas generales bajo la forma de leyes. Las leyes regulan a vez actos creadores de normas jurídicas particulares (decisiones judiciales, actos administrativos, actos particulares, de derecho privado).       
Esto lleva a deducir que el derecho se expresa mediante la consagración de la ley, en un parte importante en el arquitecto de la labor jurídica el legislador.

Pese a la transformación del sistema legal al sistema constitucional donde los actos del legislativo se encontraba sometidos a control jurisdiccional de la constitución como consagró el sentido dogmático y orgánico de los Estados occidentales  desde el siglo XVIII, se marca un nuevo enfoque al servicio del juez dándole un mayor margen protagónico e invitándolo al  escenario jurídico al  sistema judicial, que solo se bastaba o limitaba a la interpretación del estereotipo legal al caso concreto, reflejando el sentido común del Estado, derecho y democracia. “La historia Constitucional en el derecho occidental- en algunos Estados- el principio de la supremacía del parlamento (soberanía del parlamento); principio que no significaba que la ley era “intocable” por los jueces, es decir, no tenía control jurisdiccional , porque no estaba subordinada a la Constitución”
. 

Pese en siglo XIX se dan cuenta, que ley necesita ser confrontada a la constitución, como paradigma del contrato social entre el Estado- Soberano;   a pesar de que en muchas veces es afortunado este cambio, creo lo parte de una noción bastante ingenua lo que denomino como: candidismo
 constitucional que hincan “la constitución norteamericana de 1787, ya que se ella se estableció el llamado judicial review of legislation, la que se encomendó en primera instancia a los jueces locales y federales, confiriéndoles la atribución de desaplicar las disposiciones generales legislativas, cuando estimaran que estas últimas contradecían las disposiciones de la Carta federal.

Por el contrario, en Europa, ( con excepción de Inglaterra que no expidió una constitución escrita sino una serie de instrumentos legislativos aislados, algunos de carácter histórico como la Magna Carta cuya primera versión fue suscrita en 1215), las leyes fundamentales surgidas con posterioridad a la revolución francesa, si bien consagraron el principio de la supremacía de las propias constituciones sobre todo el ordenamiento jurídico, no le otorgaron valor normativo sino exclusivamente político, de manera que los conflictos de su aplicación se encomendaba, ya sea un organismo especializado, como ocurrió en la tradición francesa o bien directamente a los organismos legislativos que habían expedido las normas secundarias”
                  

 Gracias al plasmar el sistema de control jurisdiccional de los actos emanados del parlamento al sentido de la constitución y la declaración universal de los derechos humanos , el derecho arranca de un destajo el criterio racional del legislador, para cederlo al juez o los tribunales  como defensores del derecho;  “El derecho es aquella conciencia crítica y autocrítica que le queda la gente en torno a la forma como han dirimido los funcionarios de la jurisdicción los intereses contendientes; a la adecuación de las normas que se trataban de resolver”

Estos saltos o como algunos señalan triunfo del Estado constitucional, traen consigo problemáticas de índole contradictorias entre ellas mismas como ¿Se pasó de la soberanía Parlamentaria a un gobierno de los jueces? ¿La jurisprudencia es fuente creadora y principio de la ley? ¿Es posible que un juez ordene al legislador crear una ley? 

JUECES LEGISLADORES 
Al encadenarse en el mundo del derecho continental Europeo  la constitución Austriaca de 1920, se parte de dos eventos importantes: a) el principio de la supremacía constitucional b) el tribunal constitucional, permeando la posibilidad el control jurisdiccional de los actos pronunciados  por el parlamento “ El reclamo político- jurídico de garantías de la constitución, es decir, de instituciones por medio de las cuales se controla la constitucionalidad del comportamiento de ciertos órganos del Estado inmediatamente subordinados a ella, como el parlamento o el gobierno, responde al principio de la función estatal, propia del Estado de Derecho”
. Este paradigma es la discusión clásica de Hans Kelsen y Carl Smith de ¿Quién debe ser Defensor de la Constitución?, quien el doctrinante austriaco pretendía que fuera un tribunal imparcial donde ejerciera el respeto y la tolerancia de los demás poderes frente a la constitución del Estado nacional, ejerciendo por parte de este un  control concentrado, ya sea por vía automática o petición de parte de cualquier ciudadano por una legitimación democrática del ordenamiento jurídico en pro de la defensa de la garantía constitucional, cuando considere que la ley viola constitución, existiendo la posibilidad por parte del juez una mínima creación de derecho creando efectos vinculantes para los ciudadanos como para la administración. 

En cambio con el famoso caso de Marbury Vs Madison  de 1803,  por el Juez Marshall se refleja un cambio en que los actos pronunciados por el ejecutivo pueden contrariar reservas constitucionales agregándoles más allá de lo que el texto constitucional pronuncia  por tanto cada juez sin distinguir el rango debe hacer respetar y velar por el cumplimiento de la constitución, llevando a esto lo que se denomina control difuso. Su diferencia más importante es que cualquier juez de oficio puede declarar inconstitucional, ya sea contra la ley o de un acto administrativo. 
Esto lleva a exhortar a pensar el derecho desde dos vertientes: “a) La primera promovía una revalorización del papel del juez en una democracia, de su responsabilidad en asegurar la efectividad de un Estado social de derecho y de la necesidad la jurisprudencia del máximo intérprete  de la Constitución  un punto obligado de referencia b) Encaminada a matizar, para algunos, o frenar, para frenar, para otros, lo que era percibido como una modificación sustancial del sistema de fuentes de derecho”. 
          
De esto puede mencionarse que gracias al advenimiento, del desarrollo del papel protagónico del juez, se da forzosamente un nuevo planteamiento el en  mundo jurídico, EL ACTIVISMO JUDICIAL “el Juez Federal estadounidense Wayne, el cual destaca dos formas de ver el fenómeno. La primera de manera jurisprudencial, al reconocerse judicialmente ciertos valores que otorgan determinados derechos a ciertos grupos socialmente vulnerables, y la segunda cuando se toma la decisión del juez para defender un derecho vulnerado, señalando que ese remedio judicial invade la competencia de otros órganos, como el caso de la política”
.
A razón de esto cambios en el esquema jurídico este dio paso que la jurisprudencia se convirtiera de un indicativo formal de interpretación, a colindarse un precedente vinculante y obligatorio, para la función ejecutiva y la función judicial.
El peligro es sostener que gracias a la ponderación y esfuerzo de la supremacía constitucional, esto jueces pasaron a restringir el principio democrático de separación de poderes, con base en la ambigüedad y vaguedad de la norma jurídica, bajo la bandera de interpretación llenando las lagunas  del sistema jurídico, abriendo así la caja de la pandora para nunca cerrarse convirtiéndose en el Mefistófeles  de Goethe “ El verdadero problema, entonces, no el de un claro contraste, que o existe en la realidad, ente los conceptos de interpretación y creación del derecho. El verdadero problema es otro, a saber, el del grado de creatividad  el de los modos, límites y posibilidades de aceptación de la creación del derecho por obra de los tribunales judiciales”
  

Esto lleva a un preguntas entre en el sistema democrático y la función jurisdiccional  ¿Que fuerza vinculante tiene una sentencia judicial en un efecto interpartes? ¿Qué efectos ex tunc tiene para casos similares? ¿Hasta dónde se puede hablar de seguridad jurídica, siendo que cada juez parte de criterio valorativo para interpretar en contrarresto de una regla objetiva de interpretación?.

“Dejo abiertas por el momento las cuestiones difíciles de si esta acentuada la responsabilidad  , y, por lo tanto la politización del juez es un desarrollo bueno   o maló; y si tal desarrollo hace del juez u legislador, minando, de tal modo, la idea fundamental de la separación de poderes y acarreando una amenaza, tal vez mortal, a la legitimación democrática de la función jurisdiccional; nada menos que conduciendo, tarde o temprano al estado totalitario”
             
Pero no solamente el  problema es cuando, una decisión puede ser contradictoria y se subroga poderes del sistema democrático, ya que la interpretación y la discrecionalidad judicial, de la sentencia o el auto pronunciado por un juez puede ser arbitrario, sostenido solamente por laguna jurídica se añade que existe, como expresiones: “en síntesis, entre la Constitución y la Corte Constitucional, cuando esta interpreta aquélla, no puede interponerse ni una hoja de papel ”
.
Este tipo de decisión es corolario, y peligrosa al añadir un gobierno de los jueces por la discrecionalidad judicial, es atentado con el espíritu de la constitución y un comportamiento ilegal “El comportamiento ilegal o arbitrario de los podres públicos es muy difícil de prevenir y de reprimir. A propósito en particular de la arbitrariedad de los jueces, A. Nieto dice que nuestro régimen jurídico constituye una invitación al aventurerismo de los jueces corsarios, que avalados por la autoridad institucional de su cargo, están en condiciones de infringir impunemente la ley sin otro limite que la posibilidad de impugnación en un plazo brevísimo; y tratándose de los altos tribunales, ni siquiera eso”  

Para ejemplificar la tesis de este artículo de acuerdo a una metodología fenomenológica
 deductiva, tomaremos de ejemplo el caso Colombiano; se parte de dos actos netamente contradictorios la supremacía constitucional en contra de la jurisprudencia como fuente auxiliar como medio indicativo para resolver un caso concreto solo sometido en el imperio de la ley-
Para esto evoquemos los fenómenos del precedente vinculante pasa 3 etapas: Doctrina legal, Doctrina probable, Doctrina constitucional.
Parece que desde la construcción jurídica del código civil napoleónico de 1804 hasta el código chileno de 1855, parte de una desconfianza legítima al poder judicial;  en su artículo 3 señala que “soló toca al legislador explicar o interpretar la ley de un modo meramente obligatorio. Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en que actualmente se pronunciara.” 

Esto dio un giro copernicano en materia de derecho continental Europeo a lo que los Franceses denominaron “jurisprudence constante”  o el termino español “doctrina legal” que no es más sino “se trataba de más obligar a los jueces inferiores a respetar el sentido o significado abstracto (esto es, sin relación a hechos concretos) que la Corte de Casación había dado a una disposición legal de manera constante. Se trataba, pues, de un respecto conceptual, al sentido fijado para la norma en varias sentencias.”
    
Esto dio  paso a que en la Ley 61 de 1886 en su Art.39 se reglamentara este concepto expresando que tres decisiones uniformes de la Corte Suprema de Justicia admiten Doctrina legal cuando no existen leyes apropiadas para el caso esto dio a un fenómeno cuasi-legislativa de anunciar en sentencias una regla general del derecho, convirtiéndose en un criterio hermenéutico de la Ley 153 de 1887 artículo 10 “tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como tribunal de casación , sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina legal probable” esta sirvió como violación de auto precedente  para el recurso de casación de los tribunales superiores. 
Posteriormente en la Ley 105 de 1890, requería a dos sentencias  “Es doctrina legal la interpretación que la Corte Suprema dé a unas mismas leyes en dos decisiones uniformes. También constituye doctrina legal las declaraciones que la misma Corte haga en dos decisiones uniformes para llenar los vacíos que ocurran, es decir en fuerza de la necesidad de que en una cuestión dada no quede sin resolver para no existir ley apropiada al caso”

Vale mencionar que aunque similares la DOCTRINA LEGAL y DOCTRINA PROBABLE  no son lo mismo tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como tribunal de casación sobre un mismo punto de derecho, constituye Doctrina probable, y los jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la corte varié la doctrina en caso de que juzgue erróneos decisiones anteriores. La doctrina probable corresponde a un criterio de libre interpretación donde el juez inferior puede apartarse del criterio tomado por el máximo órgano judicial, como se denomina el sistema francés el sistema libre de jurisprudencia, pero siempre cuando se respeten bajo cuatro premisas importantes:

a) Se refiere a las condiciones de exposición de los fundamentos jurídicos que justifican la decisión que define el precedente. Al apartarse de la decisión debe ser clara se exige por parte del juez una carga de transparencia, es decir debe decir cuál es el precedente que se está apartando y cual es elemento que está cambiando.   
b) se refiere a las condiciones de exposición de los fundamentos jurídicos que justifican la decisión que define el precedente. El juez debe demostrar circunstancias exépcionales, que hagan legitimo no seguir el precedente, debe estar  sustentado en una carga argumentativa del discurso.
c) Debe observarse al ordenamiento jurídico como conjunto integrado y armónico de normas, cimentando en los valores, principios y fines de la constitución.  
d) El juez a pesar de ser explicita la similar debe explicar las razones por que no merecen un tratamiento igualitario o la inversa, debe argumentar porqué, a pesar de las diferencias aparentes, los casos deben recibir un trato idéntico o similar
Si no se acreditaran se  vulneraria dos principios del precedente, el principio de confianza legítima y el principio de igualdad que se enmarcó este último  en la Constitución de 1886 en su art.16 y en la constitución de 1991. 

Para terminar analicemos el concepto de DOCTRINA CONSTITUCIONAL, el último y el que transforma el tapiz es este concepto ya que se admiten en dos supuestos, a) Cuando existe indeterminación, ambigüedad o vaguedad jurídica b) cuanto se vulnera el espíritu de la supremacía constitucional, se admite, este es de carácter obligatorio para tanto jueces en sentido horizontal y vertical constituyéndose en fuente formal y material del ordenamiento colombiano “al señalar a las normas constitucionales como fundamento de los fallos, a falta de ley, se agregue una cualificación adicional, consistente en que el sentido de dichas normas, su alcance y pertinencia, hayan sido fijados por quien haga las veces de intérprete autorizado de la Constitución. Que, de ese modo, la aplicación de las normas superiores esté tamizada por la elaboración doctrinaria que de ellas haya hecho su intérprete supremo. Como la Constitución es derecho legislado por excelencia, quien aplica la Constitución aplica la ley, en su expresión más primigenia y genuina. Es preciso aclarar que no es la jurisprudencia la que aquí se consagra como fuente obligatoria. Si el juez tiene dudas sobre la constitucionalidad de la ley, el criterio del intérprete supremo de la Carta deba guiar su decisión.” 
  
Es preciso aclarar que gracias a estos conceptos,  podía señalarse que el juez paso de ser un aplicador, un  intérprete,  a un creador de derecho, irrumpiendo en cualquier orbita democrática, bajo la bandera de la constitución, los derechos humanos para dar trance a la indeterminación judicial en contra del sistema legal, si esto, es así, expresemos con liberalidad  el derecho es “las profecías de lo que los tribunales harán es lo que entiendo por derecho”

Pero cabe sumergirse en una pregunta, ¿todo acto económico, político y social puede ser  sometido a un control  jurisdiccional?
CUESTIONES POLITICAS NO JUSTICIABLES

Para definir en la cuestiones políticas no justiciables es necesario explicar que en la “doctrina  y en la jurisprudencia constitucional particularmente proveniente de las cortes de EE.UU. y Argentina se ha establecido la exclusión de ciertos actos gubernamentales del control de constitucionalidad,  en razón a que estos implican una cuestión política. Denomínese como cuestión política a aquellas decisiones vinculadas expresa y directamente con la dirección política del estado. Dichos actos ostentan una naturaleza suprema que manifiesta la voluntad de un órgano político ejecutivo legislativo a efectos de crear, regular,  modificar, extinguir una relación de poder”

Samuel Warren señala que la cuestión política hace referencia a aquellas situaciones que,   bajo la constitución son decididas por el pueblo en su capacidad soberana, o que han sido delegadas a la completa discreción de los departamentos ejecutivo o legislativo.
Esta parte se limitara a describir, ya sea por parte del acto o la ruptura histórica, ya sea el constreñimiento físico o moral, la función jurisdiccional, no se adentra en la órbita de las de  los poderes.

A) El acto de Gobierno en el derecho continental europeo.

Esto tiende a elaborarse en el Consejo de Estado Francés, cuando se tuvo el célebre caso “Laffite”, este banquero generó un empréstito a la hermana del emperador Napoleón Bonaparte, la princesa Borghese  (Paulina Bonaparte)  quien su hermano le cedió una renta vitalicia a cargo del tesoro  Francés, por este motivo burgo-maestre no tuvo impedimento alguno de generar el contrato de mutuo; pero por la derrota de la fuerza napoleónica en Waterloo  y la restauración de familia Borbonica, el rey Luis XVIII  al encontrarse con esto se deniega a cubrir la obligación, por esto Laffite recurre  a la jurisdicción para que el Estado supliera su obligación. El Consejo de Estado rechazó el recurso del banquero Laffite, alegando que el reclamo se refiere a una cuestión política, cuya decisión pertenece exclusivamente al gobierno
 (1/5/1822  Rec. 1821-125.202).

Más tarde el derecho francés   se presenta un segundo acto político, el embargo de un libro por el Duque D´Aumale  (pretendiente al trono y exiliado)  y la negativa de restituir los ejemplares embargados fueran considerados  como actos políticos que, por su naturaleza, no son susceptibles de ser diferidos por el abuso de poder al Consejo de Estado Francés por vía Contenciosa
  
El Consejo de Estado Francés entiende el acto político en los siguientes casos  “a) Las decisiones tomadas por el ejecutivo en el marco de la función legislativa , tales como la negativa a presentar en el parlamento un proyecto de ley, la negativa a llevar a cabo las diligencias necesarias para su pronta adopción, la negativa del primer ministro a tomar a iniciativa de una revisión constitucional y el decreto de una promulgación de una ley 2) las decisiones del Presidente de la República que afectan las resoluciones entre los poderes constitucionales y el ejercicio de la función legislativa , tales como ejemplo la decisión de recurrir a los poderes excepcionales previstos en la Constitución de Francia de 1958 Art. 16, el decreto por el que se somete a un proyecto de ley de referéndum, el decreto para la disolución de una asamblea nacional, la institución de una comisión encargada de formular propuestas de revisión constitucional 3) las decisiones gubernamentales previas a una decisión del Parlamento”

Hoy en día la actividad jurisdiccional, frente a las cuestiones políticas no justiciables, respeta tres principios que  estos le corresponden al ejecutivo o al parlamento. A) Política exterior B) Política interior C) Cuestiones Administrativas.  

Para esto se respetan dos criterios.
A) Criterio Prudencial: “Este se refiere a lo que él llama las virtudes pasivas de la Corte, parte de la idea de que los jueces poseen facultades para inhibirse de declarar la inconstitucionalidad de una ley, cuando ella pudiera comprobar su independencia.    

B) Criterio Funcional: Se basa que las cuestiones políticas nacen como consecuencia de que el Poder judicial no puede dentro de los límites de un caso judicial, resolver algunos planteos que exceden esos límites. La limitación de los tribunales es entonces, funcional, no son aptos por naturaleza para el control, sobre ciertas decisiones o planteos”.  

Cabe decir, que lo narrado no es mas en peldaño, en que la doctrina extrajera en función jurisdiccional, respeta el principio democrático que se encuentra inmerso dentro de las cuestiones del mundo occidental, entonces cabe terminar con una pregunta ,¿La razón de que la Corte Constitucional en una acción de amparo, consagre un derecho fundamental en contra de que un particular se deniegue a pagar el servicio público, sin considerar los efectos de política pública y el cuestionamiento administrativo?  
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